
PREAMBULO(1)

En nombre de Dios, fuente suprema de toda autoridad, y con el fin de afianzar la unidad
nacional, una de cuyas bases es el reconocimiento hecho por los partidos políticos de que la
Religión Católica, Apostólica y Romana es la de la Nación, y que como tal, los poderes públicos
la protegerán y harán que sea respetada como esencial elemento del orden social y para asegurar
los bienes de la justicia, la libertad y la paz, el pueblo colombiano, en plebiscito nacional,

DECRETA:

La Constitución Política de Colombia es la de 1886, con las reformas de carácter permanente,
introducidas hasta el Acto Legislativo número 1 de 1947 inclusive, y con las siguientes
modificaciones: (Plebiscito 10 de diciembre de 1957, Decreto legislativo número 247, de octubre
4 de 1957 y 251 de octubre 9).

CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE COLOMBIA

PREAMBULO(2)

En nombre de Dios, fuente suprema de toda autoridad, y con el fin de afianzar la unidad
nacional, una de cuyas bases es el reconocí- miento hecho por los partidos políticos de que la
Religión Católica, Apostólica y Romana es la de la Nación, y que como tal, los poderes públicos
la protegerán y harán que sea respetada como esencial elemento del orden social y para asegurar
los bienes de la justicia, la libertad y la paz, el pueblo colombiano, en plebiscito nacional,

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA

TITULO I.

DE LA NACIÓN Y EL TERRITORIO.

I. La nación. II. Soberanía. III. Límites. IV. División territorial general. y modo de variarla. V.
Otras divisiones.

ARTÍCULO 1o. La nación colombiana se reconstituye en forma de república unitaria.

ARTÍCULO 2o. La soberanía reside esencial y exclusivamente en la nación, y de ella emanan
los poderes públicos, que se ejercerán en los términos que esta Constitución establece.

ARTÍCULO 3o.  Son límites de Colombia con las naciones vecinas los siguientes: Con
Venezuela, los definidos en el laudo arbitral pronunciado por el Gobierno Rey de España el 16
de marzo de 1891 y en el tratado del 5 de abril de 1941; con el Brasil, los definidos en los
tratados de 24 de abril de 1907 y de 15 de noviembre de 1928; con el Perú, los definidos en el
tratado de 24 de marzo de 1922; con el Ecuador, los definidos en el tratado de 15 de julio de
1916, y con Panamá, los definidos en el tratado de 20 de agosto de 1924.

Forman, igualmente, parte de Colombia, además de las islas, islotes, cayos, morros y bancos que
le pertenecen en los mares limítrofes, la Isla de Malpelo y el Archipiélago de San Andrés y
Providencia. (Este último de conformidad con el tratado celebrado entre Colombia y Nicaragua



el 24 de marzo de 1928).

También son parte de Colombia: el espacio aéreo, el mar territorial y la plataforma continental,
de conformidad con tratados o convenios internacionales aprobados por el Congreso, o con la ley
colombiana en ausencia de los mismos.

Los límites de Colombia sólo podrán variarse en virtud de tratados o convenios aprobados por el
Congreso.

ARTÍCULO 4o. El territorio, con los bienes públicos que de él forman parte, pertenece
únicamente a la nación.

ARTICULO 5o. Son entidades territoriales de la República los Departamentos, las
Intendencias, las Comisarías y los Municipios o Distritos Municipales, en que se dividen
aquellos y éstas.

La ley podrá decretar la formación de nuevos Departamentos, desmembrando o no las entidades
existentes, siempre que se llenen estas condiciones:

1. Que haya sido solicitada por las tres cuartas partes de los Concejos de la comarca que ha de
formar el nuevo Departamento;

2. Que el nuevo Departamento tenga por lo menos quinientos mil habitantes y cincuenta millones
de pesos de renta anual, sin computar en esta suma las transferencias que reciba de la Nación.

A partir del año siguiente al de la vigencia de este Acto legislativo, las bases de población y renta
se aumentarán anualmente en un cuatro y quince por ciento, respectivamente;

3. Que aquel o aquellos de que fuere segregado, quede cada uno con población y renta por lo
menos iguales a las exigidas para el nuevo Departamento;

4. Concepto previo favorable del Gobierno Nacional sobre la conveniencia de crear el nuevo
Departamento;

5. Declaración previa del Consejo de Estado de que el proyecto satisface las condiciones exigidas
en este artículo.

La ley que cree un Departamento determinará la forma de liquidación y pago de la deuda pública
que quede a cargo de las respectivas entidades.

La ley podrá segregar territorio de un Departamento para agregarlo a otro u otros limítrofes, o
para erigirlo en Intendencia o Comisaría, teniendo en cuenta la opinión favorable de los Concejos
Municipales del respectivo territorio y el concepto previo de los Gobernadores de los
Departamentos interesados y siempre que aquel o aquellos de que fueren segregados quede cada
uno con la población y rentas por lo menos iguales a las exigidas para un nuevo Departamento en
el momento de su creación.

La ley reglamentará lo relacionado con esta disposición.

Las líneas divisorias dudosas serán determinadas por comisiones demarcadoras nombradas por el
Senado de la República.



Los Actos Legislativos que sustituyan, deroguen o modifiquen las condiciones para la creación
de Departamentos o eximan de alguna de éstas, deberán ser aprobados por los dos tercios de los
votos de los miembros de una y otra Cámara.

ARTICULO 6o. Las Intendencias y Comisarías quedan bajo la inmediata administración del
Gobierno, y corresponde al legislador proveer a su organización administrativa, electoral,
judicial, contencioso-administrativa y al régimen de los Municipios que las integran.

El legislador dictará estatutos especiales para el régimen fiscal, administrativo y el fomento
económico, social y cultural del Archipiélago de San Andrés y Providencia, así como para las
restantes porciones insulares del territorio nacional.

La ley podrá crear y suprimir Intendencias y Comisarías; anexarlas total o parcialmente entre sí o
a los Departamentos, y darles estatutos especiales.

La ley podrá erigir en Departamento las Intendencias y Comisarías, si se llenan las condiciones
que establece el artículo anterior, pero en tal caso bastará la mitad de la población y renta por él
señaladas.

ARTÍCULO 7o. Fuera de la división general del territorio habrá otras dentro de los límites de
cada departamento, para arreglar el servicio público.

Las divisiones relativas a lo fiscal, lo militar, y la instrucción pública, la planificación y el
desarrollo económico y social, podrán no coincidir con la división general.

TÍTULO II.

DE LOS HABITANTES: NACIONALES Y EXTRANJEROS.

Sumario: I. Calidad de nacional colombiano. Definición de ella.- Cómo se pierde.- Obligaciones
generales de nacionales y extranjeros.- Limitación recíproca de los derechos que confiere la
naturalización. Régimen de las personas jurídicas. - II. Ciudadanía.- Definición de ella.- Por qué
causas se pierde o suspende. Prerrogativas inherentes a la ciudadanía.

ARTÍCULO 8o. Son nacionales colombianos:

a) Los naturales de Colombia, con una de dos condiciones: que el padre o la madre hayan sido
naturales o nacionales colombianos, o que siendo hijos de extranjeros se hallen domiciliados en
la República;

b) Los hijos de padre o madre colombianos que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se
domiciliaren en la República.

2. Por adopción:

a) Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de naturalización;

b) Los hispanoamericanos y brasileños por nacimiento que, con autorización del Gobierno, pidan
ser inscritos como colombianos ante la Municipalidad del lugar donde se establecieren.



ARTÍCULO 9o. La calidad de nacional colombiano se pierde por adquirir carta de
naturalización en país extranjero, fijando en él domicilio en el exterior, y podrá recobrarse con
arreglo a las leyes.

ARTÍCULO 10. Es deber de todos los nacionales y extranjeros en Colombia vivir sometidos
a la Constitución y a las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.

ARTÍCULO 11. Los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que
se concedan a los colombianos Pero la ley podrá, por razones de orden público, subordinar a
condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros.

Gozarán asimismo los extranjeros en el territorio de la República de las garantías concedidas a
los nacionales, salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o las leyes.

Los derechos políticos se reservarán a los nacionales.

ARTICULO 12. La capacidad, el reconocimiento, y, en general, el régimen de las sociedades
y demás personas jurídicas, se determinarán por la ley colombiana.

ARTÍCULO 13. El colombiano, aunque haya perdido la calidad de nacional, que fuere cogido
con las armas en la mano, en guerra contra Colombia, será juzgado y penado como traidor.

Los extranjeros naturalizados y los domiciliados en Colombia no serán obligados a tomar armas
contra el país de su origen.

ARTICULO 14. Son ciudadanos los colombianos mayores de 18 años,

La ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha perdido la nacionalidad.

También se pierde o se suspende, en virtud de decisión judicial, en los casos que determinen las
leyes.

Los que hayan perdido la ciudadanía podrán solicitar rehabilitación.

ARTICULO 15. La calidad de ciudadano en ejercicio es condición previa, indispensable para
elegir y ser elegido y para desempeñar empleos públicos que lleven anexa autoridad o
jurisdicción

TÍTULO III.

DE LOS DERECHOS CIVILES Y GARANTÍAS SOCIALES.

Sumario I. Principios Generales, - II. Carácter social del trabajo, derecho de huelga, asistencia
pública. - III. Libertad y seguridad personales, Propiedad - IV. Intervención del Estado – V.
Libertad de enseñanza. Imprenta. Correspondencia. – VI. Industria y profesiones. – VII. Petición.
Reunión y asociación. - VIII. Estado civil. -·IX. Responsabilidad por violación de las garantías.
Incorporación de este Título en el Código Civil.



ARTÍCULO 16. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las
personas residentes en Colombia, en sus vidas, honra y bienes, y para asegurar el cumplimiento
de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

ARTICULO 17. El trabajo es una obligación social y gozará de la especial protección del
Estado.

ARTICULO 18. Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos. La ley
reglamentará su ejercicio.

ARTICULO 19. La asistencia pública es función del Estado. Se deberá prestar a quienes
careciendo de medios de subsistencia y de derecho para exigirla de otras personas, estén
físicamente incapacitados para trabajar.

La ley determinará la forma como se preste la asistencia y los casos en que deba darla
directamente el Estado.

ARTÍCULO 20. Los particulares no son responsables ante las autoridades sino por infracción
de la Constitución o de las leyes. Los funcionarios públicos lo son por la misma causa y por
extralimitación de funciones, o por omisión en el ejercicio de éstas.

ARTÍCULO 21. En caso de infracción manifiesta de un precepto constitucional en detrimento
de alguna persona, el mandato superior no exime de responsabilidad al agente que lo ejecuta.

Los militares en servicio quedan exceptuados de esta disposición. Respecto de ellos, la
responsabilidad recaerá únicamente en el superior que da la orden.

ARTÍCULO 22. No habrá esclavos en Colombia.

El que siendo esclavo pise el territorio de la república, quedará libre.

ARTÍCULO 23. Nadie podrá ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o
arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino a virtud de mandamiento escrito de autoridad
competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en las leyes.

En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas u obligaciones puramente
civiles, salvo el arraigo judicial.

ARTÍCULO 24. El delincuente cogido inflagranti podrá ser aprehendido y llevado ante el
Juez por cualquiera persona. Si los agentes de la autoridad lo persiguieren, y se refugiare en su
propio domicilio, podrán penetrar en él para el acto de la aprehensión; y si se acogiere a
domicilio ajeno, deberá preceder requerimiento al dueño o morador.

ARTÍCULO 25. Nadie podrá ser obligado, en asunto criminal, correccional o de policía, a
declarar contra sí mismo o contra sus parientes dentro del cuarto grado civil de consanguinidad o
segundo de afinidad.



ARTÍCULO 26. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que
se impute, ante Tribunal competente y observando la plenitud de las formas propias de cada
juicio.

En materia criminal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de
preferencia a la restrictiva o desfavorable.

ARTÍCULO 27. La anterior disposición no obsta para que puedan castigar, sin juicio previo,
en los casos y dentro de los precisos términos que señale la ley:

1. Los funcionamos que ejercen autoridad o jurisdicción, los cuales podrán penar con multas o
arresto a cualquiera que los injurie o les falte al respeto en el acto en que estén desempeñando las
funciones de su cargo.

2. Los jefes militares, los cuales podrán imponer penas incontinenti, para contener una
insubordinación o motín militar, o para mantener el orden hallándose enfrente del enemigo.

3. Los capitanes de buque, que tienen, no estando en puerto la misma facultad para reprimir
delitos cometidos a bordo.

ARTÍCULO 28. Aun en tiempo de guerra nadie podrá ser penado ex-post-facto sino con
arreglo a la ley, orden o decreto en que previamente se haya prohibido el hecho y determinándose
la pena correspondiente.

Esta disposición no impide que aun en tiempo de paz, pero habiendo graves motivos para temer
perturbación del orden público, sean aprehendidas y retenidas mediante orden del Gobierno, y
previo dictamen de los ministros, las personas contra quienes haya graves indicios de que atentan
contra la paz pública.

Transcurridos diez días desde el momento de la aprehensión sin que las personas retenidas hayan
sido puestas en libertad, el Gobierno procederá a ordenarla o las pondrá a disposición de los
jueces competentes con las pruebas allegadas, para que decidan conforme a la ley.

ARTICULO 29. El Legislador no podrá imponer la pena capital en ningún caso.

ARTICULO 30. Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con
justo título, con arreglo a las leyes civiles, por personas naturales o jurídicas, los cuales no
pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley
expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de
particulares con la necesidad reconocida por la misma ley, el interés privado deberá ceder al
interés público o social.

La propiedad es una función social que implica obligaciones.

Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber
expropiación, mediante sentencia judicial e indemnización previa.

Con todo, el legislador, por razones de equidad, podrá determinar los casos en que no haya lugar



a indemnización, mediante el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros de una y
otra Cámara.

ARTICULO 31. Ninguna ley que establezca un monopolio podrá aplicarse antes de que hayan
sido plenamente indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del
ejercicio de una industria lícita.

Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico y en virtud de ley.

Sólo podrán concederse privilegios que se refieran a inventos útiles y a vías de comunicación.

ARTICULO 32. Se garantizan la libertad de empresa y la iniciativa privada dentro de los
límites del bien común, pero la dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este
intervendrá por mandato de la ley, en la producción, distribución, utilización y consumo de los
bienes y en los servicios públicos y privados para racionalizar y planificar la economía a fin de
lograr el desarrollo integral.

Intervendrá también el Estado, por mandato de la ley, para dar pleno empleo a los recursos
humanos y naturales, dentro de una política de ingresos y salarios, conforme a la cual el
desarrollo económico tenga como objetivo principal la justicia social y el mejoramiento
armónico e integrado de la comunidad, y de las clases proletarias en particular.

ARTÍCULO 33. En caso de guerra y sólo para atender al restablecimiento del orden público,
la necesidad de una expropiación podrá ser decretada por autoridades que no pertenezcan al
orden judicial, y no ser previa la indemnización.

En el expresado caso la propiedad inmueble sólo podrá ser temporalmente ocupada, ya para
atender a las necesidades de la guerra, ya para destinar a ella sus productos, como pena
pecuniaria impuesta a sus dueños conforme a las leyes.

La nación será siempre responsable por las expropiaciones que el Gobierno haga por sí o por
medio de sus agentes.

ARTÍCULO 34. No se podrá imponer pena de confiscación.

ARTÍCULO 35. Será protegida la propiedad literaria y artística, como propiedad transferible,
por el tiempo de la vida del autor y ochenta años más, mediante las formalidades que prescriba la
ley.

Ofrécese la misma garantía a los propietarios de obras publicadas en países de lengua española,
siempre que la nación respectiva consigne en su legislación el principio de reciprocidad, y sin
que haya necesidad de celebrar al efecto convenios internacionales.

ARTÍCULO 36. El destino de las donaciones intervivos o testamentarias hechas conforme a
las leyes para fines de de interés social no podrá ser variado ni modificado por el Legislador. El
Gobierno fiscalizará el manejo e inversión de tales donaciones.



ARTÍCULO 37. No habrá en Colombia bienes raíces que no sean de libre enajenación, ni
obligaciones irredimibles

ARTICULO 38. La correspondencia confiada a los telégrafos y correos es inviolable. Las
cartas y papeles privados no podrán ser interceptados ni registrados sino por la autoridad,
mediante orden de funcionario competente, en los casos y con las formalidades que establezca la
ley y con el único objeto de buscar pruebas judiciales.

Para la tasación de impuestos y para los casos de intervención del Estado, podrá exigirse la
presentación de los libros de contabilidad y demás papeles anexos.

Podrá gravarse, pero nunca prohibirse en tiempo de paz, la circulación de impresos por los
correos.

ARTICULO 39. Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley puede exigir
títulos de idoneidad y reglamentar el ejercicio de las profesiones.

Las autoridades inspeccionarán las profesiones y oficios en lo relativo a la moralidad, seguridad
y salubridad públicas.

La ley podrá restringir la producción y el consumo de los licores y de las bebidas fermentadas.

También podrá la ley ordenar la revisión y la fiscalización de las tarifas y reglamentos de las
empresas de transportes o conducciones y demás servicios públicos.

ARTICULO 40. En adelante sólo podrán ser inscritos como abogados los que tengan título
profesional.

Nadie podrá litigar en causa propia o ajena, si no es abogado inscrito. Sin embargo, la ley
establecerá excepciones.

ARTICULO 41. Se garantiza la libertad de enseñanza. El Estado tendrá sin embargo, la
suprema inspección y vigilancia de los institutos docentes, públicos y privados, en orden a
procurar el cumplimiento de los fines sociales de la cultura y la mejor formación intelectual,
moral y física de los educandos.

La enseñanza primaria será gratuita en las escuelas del Estado, y obligatoria en el grado que
señale la ley.

ARTÍCULO 42. La prensa es libre en tiempo de paz, pero responsable con arreglo a las leyes,
cuando atente a la honra de las personas, al orden social o a la tranquilidad pública.

Ninguna empresa editorial de periódicos podrá, sin permiso del Gobierno, recibir subvención de
otros Gobiernos ni de compañías extranjeras.

ARTICULO 43. En tiempo de paz solamente el Congreso, las Asambleas Departamentales y
los Concejos Municipales podrán imponer contribuciones.



ARTICULO 44. Es permitido formar compañías, asociaciones y fundaciones que no sean
contrarias a la moral o al orden legal. Las asociaciones y fundaciones pueden obtener su
reconocimiento como personas jurídicas.

Las asociaciones religiosas deberán presentar a la autoridad civil, para que puedan quedar bajo la
protección de las leyes, autorización expedida por la respectiva superioridad eclesiástica.

ARTÍCULO 45. Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las
autoridades, ya sea por motivos de interés general, ya de interés particular, y el de obtener pronta
resolución.

ARTÍCULO 46. Toda parte del pueblo puede reunirse o congregarse pacíficamente. La
autoridad podrá disolver toda reunión que degenere en asonada o tumulto, o que obstruya las vías
públicas.

ARTÍCULO 47. Son prohibidas las juntas políticas populares de carácter permanente.
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